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Expte. Nº 209/2013 caratulado: “JUZGADO DE EJECUCIONES FISCALES PONE EN CONOCIMIENTO SOBRE CAUSA JUDICIAL EN CONTRA DE ESCRIBANA”.-------------------------------------

Santiago del Estero,catorce de septiembre de dos mil dieciséis.



      Y VISTOS: El informe remitido en fecha 9/mayo/13 por el Juzgado de Ejecución Fiscal en el que se comunica a esta Sala de Superintendencia del Notariado el inicio de una causa contra la Esc. Sandra E. Quiroga, que se tramita bajo los  autos caratulados Expte. Nº 335.015“ Fisco de la Provincia c/ Quiroga Sandra Elisa s/ Ejecución Fiscal” ( fs. 1).-

Y CONSIDERANDO: I) Que las presentes actuaciones tienen su origen en el informe de la Sra. Juez Susana B. Piga, a cargo del Juzgado de Ejecución Fiscal, quien en cumplimiento de las acordadas de fechas 20/11/06, 28/05/09 y 30/05/11, y lo dispuesto por la Ley Notarial 3662 y su modificatoria, Ley Nº 6943, informó la causa seguida contra la Esc. Sandra E. Quiroga bajo los  autos caratulados Expte. Nº 335.015“ Fisco de la Provincia c/ Quiroga Sandra Elisa s/ Ejecución Fiscal”, en el mencionado Juzgado.-  

Que en virtud de ello,  ésta Excma. Sala  a  fs.14 solicitó informe general y actualizado a dicho Juzgado, del cual surge que pesan ademas sobre la escribana Sandra E. Quiroga cuatro (4) causas de la misma indole-omisión de pago de impuesto de sellos-en distintas etapas procesales cada una de ellas.

Que de las constancias del sistema de gestión de expedientes acompañadas al informe antes mencionado por dicho Juzgado, surge que los Exptes. Nros. 207.217 y 135.355, se encuentran en archivo de la provincia y actualmente sólo en trámite los Exptes. Nros. 551.428 y 335.015.

             II)  Que remitidos ambos informes del Juzgado de Ejecución Fiscal al Colegio Notarial de la Provincia mediante oficios (fs.11 y 22) para que inicie el trámite que corresponda, dicha Institución no se ha expedido,  hasta el día de la fecha. 

        III) Que conferida la vista de las presentes actuaciones al titular del Ministerio Publico Fiscal  para que se expida respecto de ambas causas fiscales (Expte.Nros. 551.428 y 335.015.) dictamina lo siguiente: “…que habiendo mediado la correspondiente comunicación al Colegio Notarial adjuntando copias certificadas del Expte Nº 335.015, en virtud de lo previsto en el art.113 Ley 3662, y habiendo transcurrido en exceso el plazo previsto en la normativa vigente sin que haya resolución por parte del Colegio Notarial, corresponde a la Superintendencia del notariado, en el marco de su competencia, avocarse de pleno derecho y resolver la causa en cuestión (art.98 inc.1 Ley 3662 y modificatorias). (fs. 24).- Otro dictamen: “... analizadas las constancias obrantes, este Ministerio Fiscal ratifica en todos sus términos el dictamen obrante a fs.24, por lo que corresponde a la Superintendencia del Notariado, en el marco de su competencia, avocarse de pleno derecho y resolver la causa en cuestión...” ( fs.36).-

           IV) Que la Ley 6.943 modificatoria de Ley 3.662 de la Función Notarial, vigente, alude en su Art. 98 segundo párrafo que la Sala de Superintendencia del Notariado del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, como órgano rector y en ejercicio del Gobierno del Notariado, transcurridos 30 (treinta) días de la denuncia y de no mediar resolución por parte del Colegio de Escribanos, se AVOCARA de pleno derecho al tratamiento de las mismas y resolverá, en consonancia con lo normado por los Arts. 108 y 109 de la Ley. Dichos artículos establecen que el Colegio Notarial una vez denunciada la irregularidad tiene la obligación de sustanciar el correspondiente sumario administrativo en el plazo de 30 días, lo que no sucedió conforme lo sentado en el punto II del presente. En éste contexto y ante la situación expuesta, nuevamente se advierte, la total inacción por parte de los órganos competentes del Colegio Notarial respecto del cumplimiento de sus obligaciones en relación al tratamiento oportuno de las cuestiones disciplinarias de los notarios, lo que obliga a esta Sala del Notariado del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, en cumplimiento de la Ley y en ejercicio de la competencia atribuida por la misma, al avocamiento de la presente ( art.98 inc. 1 Ley 3662 y  modificatorias). 

           V) Que la figura del avocamiento se da “cuando un órgano determinado, por un acto administrativo propio y fundándose en razones de orden jerárquico y de oportunidad, ejerce una competencia que materialmente coincide con la de un órgano inferior, sobre la base de que tal competencia del inferior está contenida en la del superior”.(Comadira, Julio Rodolfo “Procedimiento Administrativo:Ley Nacional de Procedimientos Administrativos, anotada y comentada” 1º Edición. Buenos Aires: La Ley, 2003. Página 163).



Que el Art. 96 de la Ley Nº 6943 –modificatoria de la Ley Nº 3662- señala que el gobierno del notariado será ejercido por el Tribunal de Superintendencia y por el Colegio Notarial en la forma que establezca la ley y la reglamentación; regulando en el Art. 98°, que compete a la Superintendencia del Notariado, transcurrido 30 días de la denuncia y de no mediar resolución del Colegio Notarial sin causa justificada, avocarse de pleno derecho y resolver cualquier causa referida a la responsabilidad profesional.



Que expuesto el marco legal que nos atañe, corresponde verificar si se encuentran reunidos los presupuestos necesarios para disponer el avocamiento de esta Sala al tratamiento  de las causas que se tramitan en el Juzgado de Ejecución Fiscal contra la Esc. Quiroga, esto es: a) vencimiento del plazo de 30 días de interpuesta la denuncia; b) ausencia de resolución del Colegio Notarial y c) inexistencia de causa justificada.



Que con respecto al plazo previsto en la norma citada (30 días de la denuncia), el mismo se encuentra sobradamente vencido sin mediar causa que justifique la ausencia de resolución por parte de las autoridades del Colegio Notarial, con lo que se acredita el cumplimiento de los presupuestos que facultan a esta Sala para disponer el inmediato avocamiento. 



 VI) Entrando al caso que nos ocupa, cabe puntualizar que  las actuaciones de orden  fiscal  (Exptes Nº 335.015 y 551.428) cuyos trámites dieran origen al presente fueron iniciadas cuando la  escribana Sandra Elisa Quiroga ya no se encontraba en ejercicio de la función notarial como adscripta al Registro Notarial N° 6, con asiento en la ciudad de Añatuya.- 




Esta situación particular -que el escribano infractor no se encuentre actualmente en ejercicio de la función notarial-, hace necesario el tratamiento previo de algunas cuestiones dogmáticas-jurídicas acerca de la subsistencia –o no- de la potestad disciplinaria que esta Sala de Superintendencia del Notariado detenta, luego de que un notario en ejercicio de la función deja de serlo antes de que se haya emitido el acto en donde se determina si el mismo ha cometido una infracción que acarrea responsabilidad disciplinaria, y en su caso, que sanción le cabe, dado que la ley notarial de la provincia establece en forma expresa que: “en el sentido de esta ley, sólo es notario quien ejerce funciones como titular, adscripto o suplente de un registro notarial” (art. 85). De la postura que se asuma, dependerá la ulterior resolución del presente caso. 




En efecto, tal como se sostuvo en el Expte. Nº 21/11 caratulado: “Bau Juan José informa inicio  diligencias en torno a la actuación de la Adscripta al Registro Notarial N° 1 Escribana Roxana de las M. Bonahora de Hanne”, reseñando calificada doctrina (Marienhoff, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, t. III-B, Cap. IX – E-416, Bs. As., 1995), es perfectamente admisible la posibilidad de que un órgano competente aplique una sanción disciplinaria a quien a concluido su relación de funcionario público, ya que la acción de esta Sala de Superintendencia Notarial, no puede hallarse limitada para ejercer su potestad sancionatoria al período de tiempo en que el escribano ha ejercido funciones de notario, no solo por los bienes jurídicos tutelados y comprometidos en la función notarial (fe pública-seguridad jurídica), sino además, por la eventual posibilidad de que el escribano retome el ejercicio de la función notarial, con la consiguiente importancia de que, los hechos por los que resultan denunciados, sean debidamente esclarecidos mediante la instrucción del sumario administrativo pertinente, y en su caso, se determine la sanción que hubiese correspondido cumplir. 



 El  notario en ejercicio se hace pasible a la sanción disciplinaria desde el momento mismo en que comete la falta –cuando reviste el carácter de notario- y por ende esta Sala, conserva la potestad disciplinaria hasta que, y luego de la sustanciación del sumario respectivo, aplique la medida que estime pertinente. 



Ello así, además, en tanto que las consecuencias de las sanciones no se agotan con el solo cumplimiento de ellas, sino que además sirven como futuro elemento de ponderación ante la eventual comisión de futuras faltas disciplinarias, para el caso de que el escribano sumariado, retome el ejercicio de la función (como titular, adscripto o suplente), ya que de no adoptar esta postura, se dejarían sin reproche disciplinario faltas que deberían sancionarse no solo para resguardar el buen orden, legalidad y certeza jurídica de la actividad notarial, sino para dar cuenta a la sociedad y al resto de la Administración comprendida en el ejercicio de la Superintendencia del Notariado por parte de éste Tribunal Superior, del juicio que merece el ex-notario que no cumplió con los deberes impuestos por la ley que regula el ejercicio de la función notarial en la provincia.



    Lógicamente, en estos casos tan particulares la sanción que hubiese correspondido aplicar, solamente debe quedar asentada en el legajo personal del ex-notario (en el sentido de la ley 3662 y modif.), dada la imposibilidad de hacer efectivas las consecuencias derivadas del ejercicio del poder disciplinario de la administración (sanción), al no encontrarse el escribano en “ejercicio de la función notarial”. 

            Por otra parte, cabe acotar que este es el criterio acogido por la C.S.J.N. en la causa “Spinosa Melo” en el cual modificó la jurisprudencia sentada en el caso “Magallanes”, estableciendo que “la ley del servicio exterior no dejaba dudas en cuanto a que, al menos en determinadas circunstancias, los funcionarios en situación de retiro son susceptibles de ser sancionados con cese o exoneración”. Agregó además, que “si bien es cierto que en la especie la sanción de exoneración fue aplicada después de que el embajador había pasado a situación de retiro obligatorio, los hechos determinantes de su exoneración datan del tiempo inmediato anterior, cuando todavía formaba parte del servicio activo y cumplía funciones en la Republica de Chile” (C.S., 05/09/2.006 – Spinosa Melo, Oscar F. v. Estado Nacional, consid. 5).

            VII) Por todo ello, oido el Ministerio Público Fiscal, los Sres. Vocales de ésta Excma. Sala de Superintendencia del Notariado ACUERDAN:  1) AVOCARSE de pleno derecho, conforme lo establecido por el Art. 98, de la Ley Nº3662 ( modif. Por Ley Nº 6943).2) DISPONER  EL INICIO DE SUMARIO ADMINISTRATIVO en contra de la ESCRIBANA SANDRA ELISA QUIROGA, quien fuera Adscripta del Registro Notarial Nº 6, con asiento en la ciudad de Añatuya, por supuesto incumplimiento a la Ley Nº6792 (Código Fiscal Provincial) en su condición de funcionaria pública, en las causas fiscales: Exptes Nros 335.015 y 551.428, ambos caratulados “FISCO DE LA PROVINCIA C/ QUIROGA SANDRA ELISA S/ EJECUCIÓN FISCAL” a efecto de establecer las posibles infracciones que pudiera haber cometido durante el ejercicio de sus funciones como agente de percepción y retención del fisco. 3)  DESIGNAR INSTRUCTOR del sumario a la Dra. Ana María Cárdenas, quien deberá aceptar y jurar el cargo conferido. 4)- Notifiquese al Colegio Notarial y a la escribana Sandra Elisa Quiroga, a los fines de ley. Fdo. Dr. Sebastián Diego Argibay, Vocal; Dr. Gustavo Adolfo Herrera, Vocal. Luis Maria Lugones Aignasse.Ante Mí: Dra. María Pía Danielsen. Secretaría de Superintendencia. Doy Fe.---------------------------------

Por todo lo expuesto, legislación y Jurisprudencia citada, los Sres. Vocales de esta Excma. Sala de Superintendencia del Notariado ACUERDAN: 1) Disponer el inicio del sumario administrativo en contra la Escribana Titular  del Registro Notarial Nº .............., a fin de constatar los hechos denunciados y la supuesta trasgresión a los arts. 6, 7, 9, 16 y 44de la Ley 3.662 y sus modificatorias; 2) Designar instructor del sumario al Dr. 

 Jurisprudencia de la Provincia de Buenos Aires

  Civil y Comercial

ESCRIBANOS - SANCIONES DISCIPLINARIAS. 

El art.35 inc.7 de la ley 9020 no hace una enumeración taxativa de actos constitutivos de falta de ética, es más en su inciso b) se establece expresamente el carácter no taxativo de la eventual enumeración a efectuarse por el Reglamento Notarial.  Y el no pago de aportes e impuestos de sellos es una conducta tipificable como falta de ética profesional porque afecta el decoro y prestigio del notariado y es en definitiva lesivo a la dignidad inherente a la función, máxime si quién de esa forma actúa, cuenta con reiteradas suspensiones en el ejercicio profesional, pues en definitiva quebranta deberes profesionales que preceptúan las leyes y reglamentaciones pertinentes, debiendo respetar a ultranza la rigurosa reglamentación de ese su ejercicio profesional y por tanto, al constituir viva imagen de la seguridad y resguardo de intereses ajenos, los de la comunidad (no siendo necesario que se ocasione perjuicios a terceros por sus actos omisivos) sus procederes deben resultar intachables aún desde la perspectiva de aportes previsionales, pues en definitiva trasuntan un incumplimiento a disposiciones del orden jurídico vigente, impropias de un depositario de la fe pública (cit. art. 35 inc.7º "a" ley 9020). 

REFERENCIA NORMATIVA: DLEB 9020-78 Art. 35 Inc. 7 

CC0102 LP 238240 RSD-140-1 S 

Fecha: 13/11/2001 

Juez: VASQUEZ (SD) 

Caratula: Colegio de Escribanos s/ Omisión de pago de aportes Juan Cruz Martín Grondona 

Mag. Votantes: Vásquez-Rezzónico

Jurisprudencia

 Jurisprudencia de la Provincia de Buenos Aires

  Civil y Comercial

ESCRIBANOS - SANCIONES DISCIPLINARIAS. 

En el ejercicio profesional el notario puede cometer faltas -por acción u omisión- que pueden originar,  a  su  vez  distintos  tipos  de valores jurídicos que cada uno de esos tipos tienden a proteger o tutelar y, por tanto, más allá de las responsabilidades de tipo penal, civil o fiscal, existe la responsabilidad disciplinaria del escribano que se vincula específicamente con la conducta o proceder del notario que lesione el correcto desempeño de su función, por la inobservancia de los deberes inherentes al cargo conforme lo disponen las leyes que regulan  su  ejercicio. 

CC0203 LP 94131 RSD-2-1 S 

Fecha: 06/02/2001 

Juez: BILLORDO (SD) 

Caratula: Suhilar, Juan Horacio s/ Registro de Contratos Públicos Nº 8 Morón 

OBS. DEL FALLO: Esta Sala causa 90.741 Reg. Sent. 111/99. 

Mag. Votantes: Billordo-Fiori

Jurisprudencia

 Jurisprudencia de la Provincia de Buenos Aires

  Civil y Comercial

ESCRIBANOS - SANCIONES DISCIPLINARIAS

En el ejercicio profesional el notario puede cometer faltas -por acción u omisión- que pueden originar, a su vez distintos tipos de responsabilidades en función de los distintos bienes o valores jurídicos que cada uno de esos tipos tienden a proteger o tutelar y, por tanto, más allá de las responsabilidades de tipo penal, civil o fiscal, existe la responsabilidad disciplinaria del escribano que se vincula específicamente con la conducta o proceder del notario que lesione el correcto desempeño de su función, por la inobservancia de los deberes inherentes al cargo conforme lo disponen las leyes que regulan su ejercicio. 

CC0203 LP 114696 RSD-47-12 S 5-6-2012 , Juez MENDIVIL (SD) 

Caratula: M., D. G. s/ Sancion Disciplinaria 

Mag. Votantes: Mendivil-Sosa Aubone

Jurisprudencia

 Jurisprudencia de la Provincia de Mendoza

  Corte

DERECHO TRIBUTARIO - IMPUESTOS ESCRIBANOS PUBLICOS-RESPONSABILIDAD POR FALTA DE PAGO

Por disposición del art. 246 del Código Fiscal, los escribanos son directamente responsables del pago del impuesto por los actos que autoricen en sus respectivos registros. El precepto se incluye en las modificaciones al Código Fiscal, introducidas por la ley 2275. El escribano resulta así responsable de la deuda ajena por haber omitido hacer cumplir a las personas interesadas los cargos tributarios. La Dirección de Rentas puede alternativamente reclamar el pago del tributo al escribano (art. 246) o a aquellos otros deudores (art. 10).

Autos: Direccion De Rentas De La Provincia En J: Ejecucion Fiscal C/ Herrera Reynal Angel S/Apremio - Casacion - Inconstitucionalidad - Revision - - Fallo N°: 65199192 - Ubicación: S093-N28 - - Expediente N°: 25491 - - Tipo de fallo: Sentencia - Mag.: FERNANDEZ CERETTI-BARBERA GUZZO-URRUTIGOITY - - Suprema Corte de Justicia - Sala: 1 - - Circ.: 1 - - Fecha: 25/08/1

V) Que así las cosas, sin adelantar opinion y en fundamento a lo expuesto ut-supra, cabe consignar que la cuestión traída a estudio por el Juzgado de Ejecución Fiscal merece su tratamiento en el ambito disciplinario ya que dicha facultad deriva del art.93 del decreto reglamentario Nº 822, de la Ley 3662, que realiza una enumeración meramente enunciativa respecto a actos que constituyen falta de ética. En ese norte es dable recordar que desde la profesión de notario se debe  respetar a ultranza la rigurosa reglamentación de su ejercicio profesional al constituir viva imagen de la seguridad y resguardo de intereses ajenos,  los de la comunidad (no siendo necesario que se ocasione perjuicios a terceros por sus actos omisivos) sus procederes deben resultar intachables, ya que trasuntan un incumplimiento a disposiciones del orden jurídico vigente, impropias de un depositario de la fe pública. En igual sentido reciente jurisprudencia, ha dicho:”En el ejercicio profesional el notario puede cometer faltas -por acción u omisión- que pueden originar,a su vez distintos tipos de responsabilidades en función de los distintos bienes o valores jurídicos que cada uno de esos tipos tienden a proteger o tutelar y, por tanto, más allá de las responsabilidades es de tipo penal, civil o fiscal, existe la responsabilidad disciplinaria del escribano que se vincula específicamente con la conducta o proceder del notario que lesione el correcto desempeño de su función, por la inobservancia de los deberes inherentes al cargo conforme lo disponen las leyes que regulan su ejercicio. Jurisprudencia de la Provincia de Buenos Aires. Civil y Comercial. CC0203 LP 114696 RSD-47-12 S 5-6-2012. Mag. Votantes:Mendivil-Sosa Aubone.  , Jurisprudencia de la Nación

  Camaras Federales

   Cámara Federal de Córdoba

UNC: RECURSO JUDICIAL ART. 32 LEY 24.521. PROCEDENCIA. DASPU. EXPULSION. AVOCAMIENTO.

- Atento que la presente tiene como antecedente las actuaciones llevadas a cabo por la Dirección General de Auditoría en sede de la Dirección de Asistencia Social para el Personal Universitario (DASPU), de conformidad a lo ordenado por la Resolución Rectoral N° 228/93 y que motivara a posteriori la sustanciación del sumario administrativo, debe ser rechazado el vicio de incompetencia del cual adolecería el acto impugnado, pues entre la Universidad y DASPU - art. 1° del Estatuto de la Obra Social- existe el instituto de la avocación por la vinculación jerárquica entre el órgano superior y el órgano de rango inferior, el que se encuentra sometido jerárquicamente a su autoridad; de otro lado, el art. 10 de la Ordenanza N° 8/92, establece que es el Rector de la Universidad quien con acuerdo del Consejo Superior, nombra al Director de la Obra Social.; y el art. 22 inc. 1 del Estatuto Universitario le otorga al Rector de la Universidad la potestad de nombrar por llamado a concurso y destituir mediante sumario a los empleados cuyo nombramiento y remoción no estén atribuidos al Consejo Superior o a las Facultades (art. 22 inc. 7), siendo pertinente destacar que el propio Estatuto Universitario, sólo le confiere al Consejo Superior la potestad de designar directamente al Secretario General de la Universidad (art. 15, inc.22), por lo que de dicho contexto normativo, surge con evidencia la sujeción de la obra social a la superintendencia de la Universidad y la potestad jerárquica de ésta sobre la DASPU, lo que torna procedente la asunción por parte del superior de la competencia para conocer y decidir en un asunto que correspondía a las facultades atribuidas al inferior, a través de la figura del avocamiento; ello sin de dejar de considerar que la especial situación de emergencia interna en que se encontraba el DASPU, motivada en la detección de diversas irregularidades que determinaron la suspensión preventiva del entonces Presidente del Directorio, como así también de los miembros del mismo, no es dable, entonces, dudar de la legitimidad que asiste al Rector de la UNC, para asumir la decisión cuestionada, no sólo por las facultades generales de administración y superintendencia que le asisten conforme el art. 22 inc. 1 del Estatuto Universitario y la normativa orgánica de la DASPU, que sitúa a esta última como parte integrante de la UNC, pese a las condiciones de descentralización administrativa con que autoriza su funcionamiento, sino también por la referida situación de caos institucional por la que atravesaba la Obra Social en ese entonces.-

Auto: "JUAREZ, Eduardo y Otro c/ U.N.C. – RECURSO JUDICIAL-" (Expte. N° 035-J-1997) - Ref.: PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. VINCULACION JERARQUICA - Magis.: DRES: SANCHEZ FREYTES- RUEDA–MOSQUERA. SEC II PALACIO DE CAEIRO - Fecha: 06/NO MERECIENDO ESTA CUESTIÓN, NI SIQUIERA LA FORMACION DE ACTUACIÓN SUMARIAL ALGUNA” (sic); b) La Resolución Nº 21/2012 emitida por el Consejo Directivo del Colegio Notarial con fecha 22 de junio del 2.012, mediante la cual se dispone: “Art. 1º: DESESTIMAR la denuncia incoada por el Escribano DIEGO EMILIANO GÓMEZ TERZANO en contra del Escribano JUAN JOSE BAU y ordenar el archivo de la misma… Art. 2º: Efectuar un llamado de atención al notario denunciante, por su injustificado proceder en relación al lugar donde introdujo la presente cuestión, RECOMENDANDOLE para que en el futuro, respete la jerarquía institucional y las normas que imperan en este ámbito….” (sic); y c) El Recurso de revocatoria y/o apelación interpuesto por el Esc. Diego Emiliano Gómez Terzano en contra de las decisiones mencionadas precedentemente en los puntos a) y b), adoptadas por los “Consejeros” del Colegio de Escribanos.- - - - - - - - - -



Y CONSIDERANDO: I) Que las presentes actuaciones tienen su origen en la denuncia realizada por el Escribano Diego Emiliano Gómez Terzano en  contra del Escribano Juan José Bau. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 



Que del contenido de la denuncia y de su ampliación, surge en forma clara y evidente que la misma tiene origen en dos hechos independientes: 1) Desempeño de empleo publico en el Instituto Provincial de Vivienda y Urbanismo dependiente del Ministerio de Obras y Servicios Públicos de esta provincia (fs. 1/5) “presuntamente” incompatible con el ejercicio de la función notarial en su calidad de adscripto al Registro Notarial Nº 23 (arts. 6º y 7º Ley Notarial) y el “presunto” ocultamiento de la existencia de la “supuesta” incompatibilidad denunciada (art. 9º Ley Notarial); y 2) el cuestionamiento de “supuestas” irregularidades en el ejercicio de la función notarial con motivo de la Escritura Publica Nº 144, de fecha 26 de mayo del 2.011 (fs. 25/30 ), mediante la cual se cede un certificado de obra publica (arts. 16 y 44 Ley Notarial); los mismos, guardan, en cierto punto, alguna conexidad que amerita el tratamiento –por esta Sala- de ambas cuestiones en forma conjunta. - - - - - - - - - - -



II) Que a tenor de lo dispuesto por el art. 98 inc. 1º de la Ley Notarial de la Provincia, es competencia de esta Sala de Superintendencia del Notariado “confirmar, rechazar y/o modificar, la resoluciones emitidas por el Colegio Notarial” sobre todo asunto relativo a la responsabilidad disciplinaria y funcional de los notarios.



III) Que remitidas que fueran ambas presentaciones al Colegio Notarial a efectos de que se de cumplimiento con lo prescripto en los arts. 102º inc. 21, 108º, 109º y conc. de la Ley Notarial vigente (fs. 64), previo dictamen emitido por el asesor legal de la Institución (fs. 66), los “Consejeros” del Colegio Notarial decidieron que la denuncia no merece “NI SIQUIERA LA FORMACION DE ACTUACIÓN SUMARIAL ALGUNA” (sic), atento a que, previa compulsa del legajo personal del Escribano denunciado que obra en el Colegio Notarial, existe agregada copia de la Resolución Nº 003081 (fs. 71) de fecha 16/12/2004, emitida por el entonces titular del IPVU, de la cual -concluyen los Consejeros- surgiría que la función que desempeña el Escribano Bau en el empleo publico rentado que detenta en el organismo estatal se encuentra comprendida en las excepciones que prevé el art. 7º inc. 3º de la Ley Notarial, decisión que fue comunicada a esta Sala mediante nota de fecha 19 de junio de 2012 (Expte. Nº 177/2012) glosada por cuerda floja a las presentes actuaciones. - - - - - - - - - - - - - - - - - - 



IV) Que con respecto a los hechos esgrimidos en la ampliación de la denuncia, y al igual -pese haber sido desestimada por nota- respecto a la “presunta” incompatibilidad de la función notarial con el empleo publico rentado del Escribano Bau, se dispuso mediante Resolución Nº 20 de fecha 19/06/2012 (fs. 72), la iniciación de diligencias preliminares tendientes a esclarecer los hechos denunciados, resolviéndose sin embargo, a escasos días después, solo previo descargo del denunciado (fs. 74/75), desestimar la denuncia y ordenar su archivo mediante Resolución Nº 21 de fecha 22/06/2.012 (fs. 76/77).- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 



V) Que el art. 102º inc. 21 de la Ley Notarial establece que son funciones del Colegio Notarial: “…instruir sumarios de oficio o por denuncia sobre procedimientos irregulares de los notarios…”. - - - - - - 



A su turno, el art. 108º establece que “denunciada la irregularidad, el Colegio procederá a instruir un sumario con intervención del inculpado … adoptara al efecto, las medidas que estime adecuadas…”. - 



Por último, el art. 2º del Reglamento de Actuaciones Sumariales otorga a la instrucción sumarial la facultad de disponer todas las medidas preliminares y/o diligencias necesarias o útiles para el esclarecimiento de los hechos, facultándose a requerir TODOS los elementos de convicción necesarios que coadyuven a tal fin. - - - - - -



VI) Que tratándose el hecho denunciado de una “presunta” incompatibilidad de tipo funcional, la sola acreditación del destino, departamento, oficina o dependencia (lugar) dentro del organigrama del IPVU, donde el escribano denunciado se encuentra “aparentemente” destinado a prestar funciones en su carácter de “empleado publico” según constancias del legajo personal que obra en el Colegio Notarial, no constituye a juicio de esta Sala, un único elemento probatorio categórico, contundente y conducente para acreditar el tipo de “función” que cumple Bau en el organismo público, resultando insuficiente para concluir sin más –como lo han hecho las autoridades del Colegio- que la situación denunciada como incompatible, se encuentra comprendida dentro de las excepciones que prevé la ley, toda vez que resulta necesario ahondar la investigación acerca de las funciones o actividades que presta el Escribano denunciado en el organismo referido (IPVU) como empleado público, y fecho, es decir indagadas sus funciones, formular una conclusión respecto de la existencia de una “presunta” incompatibilidad funcional, sobremanera, dada la condición que el Escribano denunciado reviste en la actualidad (Presidente del Colegio Notarial), a fin de tutelar la transparencia de una función representativa tan trascendente para la sociedad en su conjunto.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 



En otras palabras y a título de ejemplo, por el solo hecho de tener empleo público en el poder judicial, no necesariamente se ejerce “función jurisdiccional”; por el solo hecho de tener empleo público en el poder legislativo, no necesariamente se ejerce “función legislativa”; por el solo hecho de tener empleo público en una universidad, no necesariamente se ejerce la “función docente”.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -   



VII) Que corrida la vista de las presentes actuaciones al titular del Ministerio Publico Fiscal dictamina lo siguiente: “…esta Fiscalia General entiende que no ha sido una investigación suficiente la desarrollada por el Colegio Notarial, por lo que postula previo a adoptar una decisión instruir una investigación sumarial para esclarecer los hechos denunciados, postulando se dicte la resolución respectiva” (fs. 90).- -



VIII) Sentado lo expuesto, y compartiendo lo dictaminado por el Fiscal General del S.T.J., estimo que atento a las consideraciones precedentes, debe revocarse la decisión de las autoridades del Colegio Notarial de desestimar la denuncia interpuesta y el archivo de las actuaciones, y en su mérito, ordenar la instrucción del sumario administrativo pertinente al Escribano Juan José Bau con el fin de ahondar la investigación de los hechos denunciados, y, oportunamente, en su caso, concluido que fuere el mismo, desestimarla o evaluar la eventual responsabilidad disciplinaria del Escribano, con motivo de los hechos denunciados: 1) Desempeño de empleo publico en el Instituto Provincial de Vivienda y Urbanismo dependiente del Ministerio de Obras y Servicios Públicos de esta provincia (fs. 1/5) “presuntamente” incompatible con el ejercicio de la función notarial (arts. 6º y 7º Ley Notarial) en su calidad de adscripto al Registro Notarial Nº 23 y el “presunto” ocultamiento de la existencia de esa “supuesta” incompatibilidad denunciada (art. 9º Ley Notarial); y 2) el cuestionamiento de “supuestas” irregularidades en el ejercicio de la función notarial con motivo de la escritura publica Nº 144, de fecha 26 de mayo del 2.011 (fs. 25/30 ), mediante la cual se cede un certificado de obra publica (arts. 16 y 44 Ley Notarial).



IX) Por último, mas allá del “nomen iuris” empleado, cabe referirnos al recurso interpuesto por el Escribano Diego Emiliano Gómez Terzano.- - - - - - - - - -



Que atento al modo en que se resuelve la cuestión, y sin que ello implique admitir legitimación recursiva al denunciante en el ejercicio del poder disciplinario, cabe dejar sentado que los cuestionamientos de las decisiones del Colegio Notarial tornan abstracto su tratamiento respecto a la desestimación y archivo de la denuncia interpuesta contra el Escribano Juan José Bau.- - 



No así, respecto al “llamado de atención” efectuado por las autoridades del Colegio Notarial al Escribano denunciante “por su injustificado proceder” en relación al lugar donde introdujo la presente cuestión,  “RECOMENDANDOLE  para que en el futuro, respete la jerarquía institucional y las normas que imperan en éste ámbito, todo esto ante el evidente desconocimiento de las mismas”. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  



En efecto, la legitimación del recurrente surge por resultar el mismo agraviado por el “llamado de atención” y “recomendación” por parte de las autoridades del Colegio Notarial.- - - - - - - - - - - - - - - - - - -



Al respecto, estimo que la misma debe ser revocada por resultar manifiestamente nula e infundada por las siguientes razones que sucintamente paso a exponer.- -   



En primer lugar, por que han sido impuestas con motivo del ejercicio regular del derecho constitucional y humano de “denunciar” ante las autoridades.- - - - - - - - 



En segundo lugar, por carecer el Colegio Notarial de competencia material para ello, ya que el ejercicio del derecho constitucional y humano de “denunciar” ante las autoridades no ha sido -ni siquiera- en ocasión de la función notarial, por ende, ajena al ejercicio del poder disciplinario. - - - - - - - - - - - - 



En tercer lugar, por que no ha sido respetado el derecho de defensa y la garantía del debido proceso a quien se aplica el “llamado de atención” y “recomendación” realizada. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -



En cuarto lugar, por no estar fundada la decisión, ya que la simple mención del “injustificado proceder” en relación al lugar donde introdujo la denuncia y la recomendación para que “respete la jerarquía institucional y las normas que imperan en éste ámbito, todo esto ante el evidente desconocimiento de las mismas”, no satisfacen la exigencia de fundamentación que amerite la aplicación de sanciones de tipo “correctivo” ni siquiera previstas en la legislación vigente. Por todo lo expuesto, y oído el que fuere el Ministerio Publico, los Sres. Vocales de esta Excma. Sala de Superintendencia del Notariado ACUERDAN: 1) Disponer el inicio del sumario administrativo en contra del Escribano Adscripto al Registro Notarial Nº 23, Juan José Bau, a fin de constatar los hechos denunciados y la supuesta trasgresión a los arts. 6, 7, 9, 16 y 44de la Ley 3.662 y sus modificatorias; 2) Designar instructor del sumario al Dr. Ricardo Marcelo Tahhan, quien deberá aceptar y jurar el cargo conferido; 3) Revocar el art. 2º de la Resolución Nº 21 de fecha 22/06/2012 en cuanto dispone: “Efectuar un llamado de atención al notario denunciante, por su injustificado proceder en relación al lugar donde introdujo la presente cuestión, RECOMENDANDOLE para que en el futuro, respete la jerarquía institucional y las normas que imperan en este ámbito…”. 4) Notifíquese al Colegio Notarial, y a los Escribanos Juan José Bau y Diego Emiliano Gómez Terzano a los fines de ley. - - - - - - - -
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